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Honorable Juez 

YENNY LOPEZ ALEGRIA 

Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito Oral de Popayán   

E. S. D. 

 

Radicado Nº:            20130034600 

Medio de control:    REPARACION DIRECTA – incidente de regulación  

Demandante:     ANGELA MARIA RODRIGUEZ MOSQUERA Y OTROS  

Demandado:      NACION - MINDEFENSA - POLICIA NACIONAL Y OTROS 

Memorial:    RECURSO DE APELACIÓN AUTO I 1190 DEL 01 DE OCTUBRE DEL 2020 

 

 

YEISON ALEXANDER HURTADO PUERTA, mayor de edad, identificado con cédula de ciudadanía 

número 1.116.237.881 de Tuluá-Valle, abogado en ejercicio, portador de la tarjeta profesional 

número 302.080, expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, actuando en calidad de 

apoderado judicial de LA NACION-MINISTERIO DE DEFENSA-POLICIA NACIONAL, de manera 

respetuosa, por medio del presente escrito presento  RECURSO DE APELACION AUTO 

INTERLOCUTORIO 1190 DEL 01 DE OCTUBRE DEL 2020, de acuerdo a los siguientes argumentos así: 

 

Conforme al escrito presentado por la parte demandante, a lo cual se hace referencia al 

incidente de regulación de perjuicios, sin allegar el dictamen pericial con el cual se pretende 

cuantificar la condena realizada de forma abstracta en las sentencias N° J7A/192 del 

28/09/2017 proferida por el honorable Juzgado Séptimo Administrativo de Popayán y N° 021 del 

13 de febrero de 2020 proferida en segunda instancia por el honorable Tribunal Contencioso 

Administrativo del Cauca. 

 

Resulta pertinente señalar que para el caso en concreto no solo basta con enunciar de manera 

retórica la ocurrencia de unos hechos según los cuales se ocasionó un daño antijurídico a un 

ciudadano o inmueble en atentado terrorista, sino que a quien plantea tales circunstancias de 

tiempo, modo y lugar, debió probar sin lugar a dudas, sus afirmaciones, a través de cualquiera 

de los medios probatorios establecidos para ello, carga con la cual no se ha cumplido en este 

litigio, acudiendo nuevamente a los planteamientos jurisprudenciales para destacar que de 

acuerdo a la sentencia traída a colación, se precisa al respecto: 

 

“…La carga de la prueba es, por consiguiente, una medida imprescindible de sanidad 

jurídica y una condición sine qua non de toda buena administración de justicia. 

 

Por otro aspecto, según opinan varios autores, es la guía imprescindible y fundamental 

del juzgador en la solución de los litigios, que orienta su criterio en la fijación de los 

hechos que sirven de base a su decisión: “sustrae el derecho al arbitrio de la 

probabilidad y lo coloca bajo la égida de la certeza”(39). 

 

Conviene precisar, en cualquier caso, que las reglas de la carga de la prueba son 

apenas un sucedáneo de la actividad probatoria de las partes y, por tanto, sólo 

determinan el sentido de la decisión en ausencia de prueba. Pero si esta es suficiente, 

las aludidas reglas no deben tener aplicación, pues ellas distribuyen entre las partes la 

falta de certeza y se convierten en un parámetro de decisión del cual se valdrá el juez 

ante el hecho incierto o desconocido, luego no sustituyen la actividad probatoria de la 

parte gravada con la carga de acreditar un hecho, sino a la prueba en sí misma, 

considerada objetivamente, cualquiera que debiera ser su origen, de modo que 

solamente cuando falta la prueba, debe el juez examinar a quién correspondía la 

responsabilidad de suministrarla, para aplicar, en su contra, las consecuencias 

desfavorables correspondientes. Desde esta perspectiva, las reglas de la carga de la 

prueba estimulan a las partes a demostrar los hechos que les interesan, precisamente 

http://nxt.legis.com.co/NXT4/document.legis/colombia/interes%20general/jurcol/44/44_456/44_456_2011/44_456_2011_2313776?f=templates$fn=document-frame2.htm$up=1$3.0$q=%20%5Brank,100%3A%5Bdomain%3A%5Band%3A%5Borderedprox,40%3Acarga%20de%20la%20prueba%5D%5D%5D%5Bsum%3A%5Borderedprox,40%3Acarga%20de%20la%20prueba%5D%5D%5D$uq=$x=server$up=1$nc=4884&vistaprevia=1#bf140a805432f6a4a19869beff9374b90a3nf9
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para evitar que el juez aplique la regla aludida como sucedánea de los elementos de 

prueba indispensables para acreditar los supuestos de hecho de las normas jurídicas 

con base en las cuales proferirá sentencia.” (Subrayado a propósito) 

 

Esta posición se sustenta jurisprudencialmente en el sentir del honorable CONSEJO DE ESTADO, 

que en fallo de 27 de abril de 2006, cuyo Consejero Ponente fuera el Doctor RAMIRO SAAVEDRA 

BECERRA, dentro del Expediente16079, establece enfáticamente lo siguiente: 

 

Cabe recordar que la carga de la prueba consiste en una regla de juicio, que le 

indica a las partes la responsabilidad que tienen para que los hechos que sirven de 

sustento a las pretensiones o a la defensa resulten probados; en este sentido, en 

relación con los intereses de la parte demandante, debe anotarse que quien 

presenta la demanda, sabe de antemano cuáles hechos le interesa que aparezcan 

demostrados en el proceso y, por tanto, sabe de la necesidad de que así sea, más 

aún tratándose del sustento mismo de la demanda y de los derechos que solicita 

sean reconocidos. 

 

Siendo así las cosas, por deficiencia probatoria no es posible atribuir responsabilidad 

alguna a la Administración Pública, pues es indispensable demostrar, por los medios 

legalmente dispuestos para ello, todos los hechos que sirvieron de fundamento 

fáctico de la demanda y no solo la mera afirmación de los mismos, para poder 

establecer cuál fue la actividad del ente demandado que guarde el necesario nexo 

de causalidad con el daño y que permita imputarle la responsabilidad a aquel, 

situación que no se dio en el sub lite.(Subrayado a propósito) 

 

El honorable CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN 

TERCERA-SUBSECCIÓN A, que en Sentencia de marzo 10 de 2011, proferida dentro del 

Expediente: 63001233100019980088001, Consejero Ponente: Doctor MAURICIO FAJARDO 

GÓMEZ, señala en la citada providencia todo lo relacionado con la carga de la prueba: 

 

“…La noción de carga ha sido definida como “una especie menor del deber 

consistente en la necesidad de observar una cierta diligencia para la satisfacción de 

un interés individual escogido dentro de los varios que excitaban al sujeto”(35). La 

carga, entonces, a diferencia de la obligación, no impone al deudor la necesidad de 

cumplir —incluso pudiendo ser compelido a ello coercitivamente— con la prestación 

respecto de la cual se ha comprometido con el acreedor, sino que simplemente 

faculta —la aludida carga—, a aquel en quien recae, para realizar una conducta 

como consecuencia de cuyo despliegue puede obtener una ventaja o un resultado 

favorable, mientras que si no la lleva a cabo, asume la responsabilidad de aceptar las 

consecuencias desventajosas, desfavorables o nocivas que tal omisión le acarree. 

 

Trayendo este concepto al ámbito del proceso y de la actividad probatoria 

desplegada dentro del mismo, la noción de carga se traduce en que a pesar de la 

igualdad de oportunidades que, en materia de pruebas, gobierna las relaciones entre 

las partes procesales, dicho punto de partida no obsta para que corra por cuenta de 

cada una de ellas la responsabilidad de allegar o procurar la aportación, al 

expediente, de la prueba de ciertos hechos, bien sea porque los invoca en su favor, 

bien en atención a que de ellos se deduce lo que pide o a lo que se opone, ora 

teniendo en cuenta que el hecho opuesto se encuentre exento de prueba —

verbigracia, por venir presumido por la ley o por gozar de notoriedad o por tratarse de 

una proposición (afirmación o negación) indefinida.” (Subrayado a propósito) 

 

http://nxt.legis.com.co/NXT4/document.legis/colombia/interes%20general/jurcol/44/44_456/44_456_2011/44_456_2011_2313776?f=templates$fn=document-frame2.htm$up=1$3.0$q=%20%5Brank,100%3A%5Bdomain%3A%5Band%3A%5Borderedprox,40%3Acarga%20de%20la%20prueba%5D%5D%5D%5Bsum%3A%5Borderedprox,40%3Acarga%20de%20la%20prueba%5D%5D%5D$uq=$x=server$up=1$nc=4884&vistaprevia=1#bf1e203e2aec92c46e5a51785a312a522f2nf9
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El sentir de la primera autoridad de lo contencioso administrativo es contundente cuando se 

refiere a la carga probatoria ya que esta  corre por cuenta y riesgo de quien pretende acreditar 

una circunstancia que le favorezca: 

 

“…En ese orden de ideas, el concepto de carga de la prueba se convierte en (i) una 

regla de conducta para el juez, en virtud de la cual se encontrará en condiciones de 

proferir fallo de fondo incluso cuando falte en el encuadernamientola prueba del 

hecho que sirve de presupuesto a la norma jurídica que debe aplicar y, al mismo 

tiempo, (ii) en un principio de autorresponsabilidad para las partes, derivado de la 

actividad probatoria que desplieguen en el proceso, pues si bien disponen de libertad 

para aportar, o no, la prueba de los hechos que las benefician y/o la contraprueba de 

aquellos que, habiendo siendo acreditados por el adversario en la litis, pueden 

perjudicarlas, las consecuencias desfavorables derivadas de su eventual inactividad 

probatoria corren por su cuenta y riesgo. 

 

Como fácilmente puede advertirse, el aspecto en últimas más trascendente de las 

reglas de la carga de la prueba se concreta en las consecuencias que se derivan de 

su no satisfacción, esto es del no ejercicio de los derechos a la aportación o solicitud 

de práctica de pruebas o a la formulación de alegaciones dentro del proceso, si se 

tiene en cuenta que la finalidad de éste, para las partes, es la estimación o 

desestimación de la(s) pretensión(es) formulada(s) y que, por ello, dentro de él se lleve 

a cabo una instrucción encaminada a proporcionar al juzgador los elementos 

necesarios para que pueda efectuar la comparación entre los fundamentos de tal(es) 

pretensión(es) y el ordenamiento jurídico(36). Y el de las consecuencias del 

incumplimiento de la carga de probar o de alegar es el aspecto más relevante, 

habida cuenta de que la parte que desee obtener un resultado favorable a sus 

pretensiones necesitará probar y alegar todo aquello que sea útil y pertinente para la 

defensa de su posición.” (Subrayado a propósito) 

 

Para el Honorable Consejo de Estado es claro que a pesar que no exista un imperativo Legal que 

señale un deber de probar, la consecuencia nefasta de no hacerlo será la negación de sus 

pretensiones, precisando al respecto en la providencia citada:  

 

“…En otros términos, «no existe un deber de probar, pero el no probar significa en la 

mayoría de los casos la derrota»(37); las reglas de la carga de la prueba sirven para 

establecer cuál de las partes tendrá que soportar el resultado desfavorable derivado 

de una actividad probatoria o de la falta de alegación o de una alegación 

incompleta(38), pues aunque el juez no disponga de todos los hechos cuyo 

conocimiento hubiera resultado necesario para fallar en uno u otro sentido, la 

prohibición de «non liquet» le obliga a resolver, en todo caso.  

 

Es entonces cuando las reglas de la carga de la prueba le indicarán en cabeza de 

cuál de las partes recaía la obligación de haber acreditado un determinado hecho y, 

por consiguiente, a quién corresponderá adscribir, en la sentencia, las consecuencias 

desfavorables derivadas de su no demostración, pues dichas reglas, precisamente, 

permiten al fallador cumplir con su función de resolver el litigio cuando falta la prueba, 

sin tener que abstenerse de dirimir, de fondo, la cuestión, para no contrariar, con un 

pronunciamiento inhibitorio, los principios de economía procesal y de eficacia de la 

función jurisdiccional.  

 

De ahí su importancia, pues “[S]i no existiera esta regla de juicio que faculta al juez 

para evitar el non liquet cuando falte la prueba, sería muy frecuente el fracaso del 

http://nxt.legis.com.co/NXT4/document.legis/colombia/interes%20general/jurcol/44/44_456/44_456_2011/44_456_2011_2313776?f=templates$fn=document-frame2.htm$up=1$3.0$q=%20%5Brank,100%3A%5Bdomain%3A%5Band%3A%5Borderedprox,40%3Acarga%20de%20la%20prueba%5D%5D%5D%5Bsum%3A%5Borderedprox,40%3Acarga%20de%20la%20prueba%5D%5D%5D$uq=$x=server$up=1$nc=4884&vistaprevia=1#bf1635b1f5e02bc4c13b973b7d8096ab41bnf9
http://nxt.legis.com.co/NXT4/document.legis/colombia/interes%20general/jurcol/44/44_456/44_456_2011/44_456_2011_2313776?f=templates$fn=document-frame2.htm$up=1$3.0$q=%20%5Brank,100%3A%5Bdomain%3A%5Band%3A%5Borderedprox,40%3Acarga%20de%20la%20prueba%5D%5D%5D%5Bsum%3A%5Borderedprox,40%3Acarga%20de%20la%20prueba%5D%5D%5D$uq=$x=server$up=1$nc=4884&vistaprevia=1#bf1537020241470491d82d176d3856b6c4dnf9
http://nxt.legis.com.co/NXT4/document.legis/colombia/interes%20general/jurcol/44/44_456/44_456_2011/44_456_2011_2313776?f=templates$fn=document-frame2.htm$up=1$3.0$q=%20%5Brank,100%3A%5Bdomain%3A%5Band%3A%5Borderedprox,40%3Acarga%20de%20la%20prueba%5D%5D%5D%5Bsum%3A%5Borderedprox,40%3Acarga%20de%20la%20prueba%5D%5D%5D$uq=$x=server$up=1$nc=4884&vistaprevia=1#bf145a15ff3ea8d4876ad23e0e7fa272111nf9
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proceso y la consiguiente pérdida de tiempo, trabajo y dinero para el Estado y las 

partes. La justicia y la función jurisdiccional del Estado resultarían entorpecidas y 

frustradas en infinidad de ocasiones al no ser posible la sentencia de mérito, a la vez 

que se fomentaría la incertidumbre jurídica en las relaciones sociales, la repetición 

indefinida de procesos para el mismo litigio, y se permitiría que quienes tengan interés 

en esa situación caótica puedan fácilmente burlar los fines de interés público del 

proceso y la jurisdicción, ocultando pruebas y entorpeciendo la actividad oficiosa del 

juez.” (Subrayado a propósito) 

 

Entonces resulta pertinente señalar que para el caso en concreto no solo basta con enunciar de 

manera retórica la ocurrencia de unos hechos según los cuales se ocasionó un daño antijurídico 

a un ciudadano, sino que a quien plantea tales circunstancias de tiempo, modo y lugar, debió 

probar sin lugar a dudas, sus afirmaciones, a través de cualquiera de los medios probatorios 

establecidos para ello, carga con la cual no se ha cumplido en este litigio, acudiendo 

nuevamente a los planteamientos jurisprudenciales para destacar que de acuerdo a la 

sentencia traída a colación, se precisa al respecto: 

 

“…La carga de la prueba es, por consiguiente, una medida imprescindible de sanidad 

jurídica y una condición sine qua non de toda buena administración de justicia. 

 

Por otro aspecto, según opinan varios autores, es la guía imprescindible y fundamental 

del juzgador en la solución de los litigios, que orienta su criterio en la fijación de los 

hechos que sirven de base a su decisión: “sustrae el derecho al arbitrio de la 

probabilidad y lo coloca bajo la égida de la certeza”(39). 

 

Conviene precisar, en cualquier caso, que las reglas de la carga de la prueba son 

apenas un sucedáneo de la actividad probatoria de las partes y, por tanto, sólo 

determinan el sentido de la decisión en ausencia de prueba.  

 

Pero si esta es suficiente, las aludidas reglas no deben tener aplicación, pues ellas 

distribuyen entre las partes la falta de certeza y se convierten en un parámetro de 

decisión del cual se valdrá el juez ante el hecho incierto o desconocido, luego no 

sustituyen la actividad probatoria de la parte gravada con la carga de acreditar un 

hecho, sino a la prueba en sí misma, considerada objetivamente, cualquiera que 

debiera ser su origen, de modo que solamente cuando falta la prueba, debe el juez 

examinar a quién correspondía la responsabilidad de suministrarla, para aplicar, en su 

contra, las consecuencias desfavorables correspondientes. Desde esta perspectiva, las 

reglas de la carga de la prueba estimulan a las partes a demostrar los hechos que les 

interesan, precisamente para evitar que el juez aplique la regla aludida como 

sucedánea de los elementos de prueba indispensables para acreditar los supuestos de 

hecho de las normas jurídicas con base en las cuales proferirá sentencia.” (Subrayado 

a propósito) 

 

El Honorable Consejo de Estado ha manifestado en reiteradas oportunidades que:  

 

“Los daños sufridos por las víctimas de hechos violentos cometidos por 

terceros, éstos solo son imputables al Estado cuando en la producción del 

hecho interviene la administración, a través de una acción u omisión 

constitutivas de falla del servicio, como en los eventos en los cuales el hecho 

se produce con la complicidad de miembros activos del Estado, o cuando la 

persona contra quien iba dirigido el acto había solicitado protección a las 

autoridades y éstas no se la brindaron, o porque en razón de las especiales 

circunstancias que se vivían en el momento, el hecho era previsible y no se 

realizó ninguna actuación dirigida a su protección… 

 

http://nxt.legis.com.co/NXT4/document.legis/colombia/interes%20general/jurcol/44/44_456/44_456_2011/44_456_2011_2313776?f=templates$fn=document-frame2.htm$up=1$3.0$q=%20%5Brank,100%3A%5Bdomain%3A%5Band%3A%5Borderedprox,40%3Acarga%20de%20la%20prueba%5D%5D%5D%5Bsum%3A%5Borderedprox,40%3Acarga%20de%20la%20prueba%5D%5D%5D$uq=$x=server$up=1$nc=4884&vistaprevia=1#bf140a805432f6a4a19869beff9374b90a3nf9
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 “que a pesar de que es deber del Estado brindar protección a todas las 

personas residentes en el país, no le son imputables todos los daños a la vida o 

a los bienes de las personas causados por terceros, porque las obligaciones 

del Estado son relativas, en tanto limitadas por las capacidades que en cada 

caso concreto se establezcan, dado que “nadie está obligado a lo 

imposible”. Aunque, se destaca que esta misma Corporación en providencias 

posteriores ha aclarado que la relatividad de las obligaciones del Estado no 

excusa su incumplimiento, sino que debe indagarse en cada caso si en 

efecto fue imposible cumplir aquéllas que en relación con el caso concreto le 

correspondían.” 

 

En cuanto a los hechos y pretensiones relacionados en el libelo, me opongo totalmente,  en 

razón a que  no se ha demostrado la falla en el servicio ya que  no se puede inferir  de los 

hechos narrados en el escrito de la demanda,  ninguna responsabilidad  a cargo del Estado,  

circunstancia que no debe desconocer el señor juez  a la hora de fallar. 

 

A) LA JURISPRUDENCIA NACIONAL SEÑALA QUE LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO EN 

HECHOS COMETIDOS POR TERCEROS, ESTÁ CONDICIONADA A UN ANALISIS PROBATORIO 

QUE CONDUZCA A LA CLARIFICACIÓN DE UNA FALLA EN EL SERVICIO O DE OTRO TITULO 

DE IMPUTACIÓN 

“…. No puede confundirse la responsabilidad patrimonial del estado que es 

consecuencia del funcionamiento de los servicios con la indemnización de los 

daños y perjuicios sufridos por una persona por la realización de una 

conducta delictiva, pues en este caso la indemnización debida recae sobre 

la persona criminalmente responsable y no sobre toda la comunidad, salvo 

que el Estado, por razones de solidaridad con las víctimas, decida mediante 

una disposición con rango suficiente, asumir en todo o en parte la expresada 

indemnización. 

… La concepción jurídica en la fijación de esos deberes de defensa de la 

soberanía, independencia e integridad del territorio nacional y del orden 

constitucional, por su propia naturaleza, implica que esos intereses jurídicos 

tutelados estén amenazados o se estén vulnerando; que la situación de 

amenaza o de vulneración sean ciertas, concretas, determinadas y por tanto 

previsible en las circunstancias de tiempo y lugar, porque el modo 

delincuencial siempre es sorpresivo; el conocimiento por parte del Estado de 

una situación de esas, jurídicamente lo incita, a poner en movimiento su 

actuar.  

La previsibilidad se torna pues en una situación cualificada necesaria cuando 

se trata de imputaciones jurídicas por falla en el servicio… 

…. A los miembros de la Fuerza Pública no puede exigírseles que hubieran 

actuado cuando el mismo administrado sintió confianza en desplegar sus 

actividades en lugares y tiempo en los que no existía amenaza visible, a esas 

actividades… 

…. Particularmente, examinando los hechos se observa que la información 

que tenía el demandado en cuanto a que en la zona donde ocurrió el hecho 

dañoso han operado grupos subversivos, como en la mayoría del país, tal 

situación de conocimiento sobre hechos históricos o pasados no hacen que 
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ese conocimiento se traduzca, para el futuro, en situaciones de 

PREVISIBILIDAD porque esta cualidad dice de lo futuro y probable en la 

ocurrencia de hechos.  

Por lo tanto, no se probó que en el zona había señales de inminencia de 

ocurrencia de ataques en el momento que ocurrió el hecho - para que la 

autoridad activara el deber de defensa y/o de conjuración para evitar actos 

terroristas o para terminarlos 

…. Procesalmente se demostró que sólo en forma sobreviniente, al hecho 

delincuencial, el Estado conoció de la situación y emprendió, 

inmediatamente, las medidas necesarias de salvamento… 

…no demostró el hecho constitutivo fundamental de la falla del servicio; se 

limitó a demostrar la ocurrencia del ataque delincuencial, el conocimiento 

pasado del Estado sobre desórdenes en la zona, pero no a probar la evidente 

y nueva situación actual de amenaza en la zona en la que fuera necesaria la 

presencia del Estado…”1 

SOLICITUD RESPETUOSA 

Me permito manifestar que para esta defensa es pertinente que la honorable juez y conforme al 

principio de ‘’IURA NOVIT CURIA’’ determine si es procedente acceder a la petición elevada por 

la contraparte. 

 

Es de anotar  en la solicitud radicada ante su honorable despacho,  con el fin de que se estudie 

se asigne un perito de auxiliar de la justicia sea negado porque es importante recalcar que 

referente a los hechos de la demanda fueron ocasionados el día 09/07/2011, donde se puede 

evidenciar que han pasado 9 años de la ocurrencia de los hechos, por tal sentido solitaria que 

se valore las pruebas o los soportes que fueron allegados en su oportunidad procesal para 

determinar los daños causados frente a la condena en adstrato, se puede evidenciar que han 

pasado más de 6 meses sin que la parte actora haga la gestiones necesarias para obtener la 

liquidación de los perjuicios dejando la carga probatoria a su despacho.       

 

NOTIFICACIONES 

 

Personales: Avenida Panamericana 1N-75 Popayán – Comando de Policía Cauca Electrónica: 

decau.notificacion@policia.gov.co   

 

Atentamente, 

 

 

 

YEISON ALEXANDER HURTADO PUERTA 

C. C. 1.116.237.881 de Tulua-Valle  

T. P. No. 302.080 del C. S. De la J.  

 

 
Avenida Panamericana 1N-75,   Popayán  

decau.notificacion@policia.gov.co 

www.policia.gov.co 

                                                 
1 Consejo de estado, sentencia de 2 de mayo de 2002, C.P. MARIA ELENA GIRALDO Radicación 1995-3251-01 
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